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RV: C22-16750 RV: RECURSO EN CONTRA DE AUTO NIEGA MEDIDA
76001333301120170028500

Juzgado 11 Administrativo - Valle Del Cauca - Cali <adm11cali@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Jue 05/05/2022 9:09

Para: Juan Manuel Cuenca Ceballos <jcuencac@cendoj.ramajudicial.gov.co>

1 archivos adjuntos (113 KB)
RECURSO EN CONTRA DE AUTO NIEGA MEDIDA 76001333301120170028500.pdf;

De: Jose David Colmenares Rodriguez <jcolmenaresr@cendoj.ramajudicial.gov.co>

Enviado: miércoles, 4 de mayo de 2022 21:40

Para: Juzgado 11 Administrativo - Valle Del Cauca - Cali <adm11cali@cendoj.ramajudicial.gov.co>

Cc: Paniagua & Cohen <paniaguacali1@gmail.com>

Asunto: RV: C22-16750 RV: RECURSO EN CONTRA DE AUTO NIEGA MEDIDA 76001333301120170028500
 
Cordial saludo,
Anexo constancia de radicación de documento allegado de manera digital.
Por favor no responda a este correo, este email solamente es para dar respuesta a radicación
de correspondencia. Comuníquese con nosotros al
email of02admcali@cendoj.ramajudicial.gov.co
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Atentamente, 

JOSE DAVID COLMENARES RODRIGUEZ
Asistente Administrativo
Oficina de Apoyo para los Juzgados Administrativos de Cali

De: Oficina 02 Apoyo Juzgados Administrativos - Seccional Cali <of02admcali@cendoj.ramajudicial.gov.co>

Enviado: miércoles, 4 de mayo de 2022 5:04 p. m.
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Para: Jose David Colmenares Rodriguez <jcolmenaresr@cendoj.ramajudicial.gov.co>

Asunto: C22-16750 RV: RECURSO EN CONTRA DE AUTO NIEGA MEDIDA 76001333301120170028500
 

DIANA PATRICIA ZAPATA FLOREZ 
ÁREA DE CORRESPONDENCIA Y ARCHIVO 
Oficina de Apoyo Juzgados Administrativos de Cali
Dirección Ejecutiva Seccional de Administración Judicial Cali-Valle del Cauca


De: Paniagua & Cohen <paniaguacali1@gmail.com>

Enviado: miércoles, 4 de mayo de 2022 16:25

Para: Oficina 02 Apoyo Juzgados Administrativos - Seccional Cali <of02admcali@cendoj.ramajudicial.gov.co>

Asunto: RECURSO EN CONTRA DE AUTO NIEGA MEDIDA 76001333301120170028500
 
SEÑORES
JUZGADO 011 ADMINISTRATIVO DE CALI
E.S.D
 
 
Radicación:              76001333301120170028500
Medio de Control:     Nulidad y Restablecimiento del Derecho – Lesividad.
Demandante:           Colpensiones
Demandado:           AMPARO TORO MARQUEZ
Asunto:                  Recurso de reposición y en subsidios de apelación en contra de auto que niega
medida
 
GLORIA ALEXANDRA GALLEGO CHALARCA, mayor de edad y domiciliada en la ciudad de
Medellín, abogada en ejercicio, con Cédula de Ciudadanía N. 1037578264 de Envigado - Apelación,
portadora de la tarjeta profesional N. 194.147 del C.S de la J, actuando en mi condición de
apoderada sustituta de la Doctora ANGELICA MARGOTH COHEN MENDOZA, mayor de edad,
domiciliada en la Ciudad de Sincelejo (Sucre), abogada en ejercicio, con número de cédula de
ciudadanía 32.709.957 y T.P 102.786 del C.S de la J, obrando en mi condición Apoderada Judicial
ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – COLPENSIONES, tal como se desprende
en la escritura pública N. 03595 del 12 de Febrero de 2020.
 
Por medio del presente escrito me permito presentar Recurso de Reposición y en subsidio de
apelación contra Auto Interlocutorio N. 395, notificado en estados del 02 de mayo de 2022.

Cordialmente,

GLORIA ALEXANDRA GALLEGO
T.P. 194.347
Celular: 3113519270



 
 

 

SEÑORES 

JUZGADO 011 ADMINISTRATIVO DE CALI 

E.S.D 

 

 

Radicación:             76001333301120170028500 

Medio de Control:  Nulidad y Restablecimiento del Derecho – Lesividad.  

Demandante:         Colpensiones 

Demandado:   AMPARO TORO MARQUEZ 

Asunto:   Recurso de reposición y en subsidios de apelación en contra de auto 

que niega medida 

 

GLORIA ALEXANDRA GALLEGO CHALARCA, mayor de edad y domiciliada en la 

ciudad de Medellín, abogada en ejercicio, con Cédula de Ciudadanía N. 1037578264 de 

Envigado - Apelación, portadora de la tarjeta profesional N. 194.147 del C.S de la J, 

actuando en mi condición de apoderada sustituta de la Doctora ANGELICA MARGOTH 

COHEN MENDOZA, mayor de edad, domiciliada en la Ciudad de Sincelejo (Sucre), 

abogada en ejercicio, con número de cédula de ciudadanía 32.709.957 y T.P 102.786 

del C.S de la J, obrando en mi condición Apoderada Judicial ADMINISTRADORA 

COLOMBIANA DE PENSIONES – COLPENSIONES, tal como se desprende en la 

escritura pública N. 03595 del 12 de Febrero de 2020. 

 

Por medio del presente escrito me permito presentar Recurso de Reposición y en subsidio 

de apelación contra Auto Interlocutorio N. 395, notificado en estados del 02 de mayo de 
2022. 

 
En el caso que nos convoca, se elevó solicitud de suspensión del acto administrativo GNR 

202312 DEL 11 DE JULIO DE 2016, mediante la cual se resolvió un recurso de reposición 
modificando la resolución GNR 356596 del 10 de octubre de 2014 y se ordenó reliquidar 

la pensión de vejez aplicando como régimen la ley 33 de 1985, a partir de 1062 semanas 
cotizadas, un IBL de $ 772,062 M/CTE, al que se aplicó una tasa de reemplazo del 75%, 

lo que arrojo una mesada equivalente a $579,047 efectiva a partir del 24 de agosto de 

2009, que actualizada a 2016 correspondía a la suma de $ 730,545 M/CTE, por lo que 
se giró la suma de $ 5,127,395 M/CTE, a título de diferencias entre la mesada concedida 

inicialmente y la mesada reliquidada y que se declare la nulidad de la resolución GNR 
202312 del 11 de julio de 2016, proferida por la administradora colombiana de pensiones 

- Colpensiones, que ordenó el ingreso a nómina y reliquidó la pensión de vejez a la 
señora  AMPARO TORO MARQUEZ, con un total de 1062 semanas de cotización, conforme 

a la ley 33 de 1985, $579,047 efectiva a partir del 24 de agosto de 2009, un IBL de $ 
772,062 M/CTE, al que se aplicó una tasa de reemplazo del 75%.. Dichos actos 

administrativo es contrario a derecho por cuanto la pensión se encuentra mal liquidada. 

 
Ahora bien, las medidas cautelares son proferidas con el fin de asegurar de manera 

preventiva los derechos en pugna, esto significa que su adopción se limita a hacer 
efectivo el goce del derecho que, eventualmente podrá o no ser reconocido.  

  
Su Procedencia puede tener lugar en cualquier momento a petición de parte 

debidamente sustentada en todos los procesos declarativos promovidos ante la 
Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo. En efecto, el artículo 231 del CPACA 

determina en esencia que la demanda debe estar razonablemente fundada en derecho, 



 
 

que el demandante haya demostrado, aunque sea sumariamente, la titularidad del 

derecho invocado, se hayan presentado argumentos y justificaciones que permitan 

concluir, mediante un juicio de ponderación de intereses, que resultaría más gravoso 
para el interés público negar la medida cautelar que condenarla y; que adicionalmente, 

debe probar que al no otorgarse la medida se causara un perjuicio irremediable o que 
existan serios motivos para considerar que de no concederse la medida los efectos de la 

sentencia serían nugatorios. 
 

De la lectura del escrito de la demanda, se observa que la medida está debidamente 
sustentada en derecho, pues, grosso modo, los fundamentos normativos y 

jurisprudenciales que se exponen se encuentran relacionados (y son congruentes) con 
las pretensiones de la demanda, y por otro lado, en lo que tiene que ver con el interés 

público sobre el particular es claro que el Estado está obligado a garantizar el acceso y 

disfrute de la Seguridad Social, así como la vida digna y el mínimo vital de sus asociados; 
mientras que desde el principio de sostenibilidad fiscal, corresponde al Estado 

racionalizar la economía del país, tanto en el plano nacional como territorial, dentro de 
lo que la misma Constitución ha denominado un marco de sostenibilidad fiscal, primando 

el interés general que el particular.  
 

Se trata de un acto administrativo en donde se debe estudiar la legalidad de este, acto 
que fue expedido por la Administradora Colombiana de Pensiones - COLPENSIONES, y 

que no se ajusta a Derecho conforme al artículo 93 del CPACA. 

 
Que el demandante haya presentado los documentos, informaciones. argumentos y 

justificaciones que permitan concluir, mediante un juicio de ponderación de intereses, 
que resultaría más gravoso para el interés público negar la medida cautelar que 

concederla. 
 

La Administradora Colombiana de Pensiones - Colpensiones, como administradora del 
régimen de Prima Media de conformidad con lo dispuesto en el artículo 155 de la Ley 

1151 de 2007, es la encargada del reconocimiento de las prestaciones a las que tengan 

derecho sus afiliados. 
 

Bajo este escenario es evidente que los reconocimientos de la pensión, respecto de la 
cual se solicita la nulidad, fueron expedidas en contravía de la constitución y la ley. 

 
Como este tipo de reconocimiento son periódicos, y el seguir pagando una pensión, la 

cual contraria la ley y constitución, afectaría de lleno el ordenamiento jurídico, se solicita 
al despacho que realice la suspensión provisional de la resolución que hizo el 

reconocimiento de la pensión. 

 
Es bueno resaltar que la competencia en materia administrativa ha sido definida por el 

Consejo de Estado como "la aptitud atribuida por la Constitución o la Ley a los Entes 
Públicos o a los particulares para que manifiesten válidamente la voluntad estatal por 

vía administrativa 
 

Así mismo se debe señalar que el pago de una prestación generada sin el cumplimiento 
de los requisitos legales, atenta igualmente contra el principio de Estabilidad Financiera 

del Sistema General de Pensiones, establecido por el Acto Legislativo 001 de 2005 como 

una obligación del Estado, entendido como el manejo eficiente de los recursos asignados 
a dicho sistema con el objetivo de garantizar a todos los habitantes el derecho 

irrenunciable a la seguridad social, procurando que las decisiones que afecten dicho 
sistema, como el reconocimiento de prestaciones, se adopten teniendo en cuenta que 



 
 

está conformado por recursos limitados, que se distribuyen de acuerdo con las 

necesidades de la población, con el objetivo de que los derechos adquiridos se hagan 

efectivos. 
 

Es así como este perjuicio inminente en contra de la Estabilidad Financiera del Sistema 
General de Pensiones se configura en la medida en que dicho sistema debe de disponer 

de un flujo permanente de recursos que permita su mantenimiento y adecuado 
funcionamiento, y el continuar con el pago de una prestación a favor de una persona 

que no acredita todos los requisitos para su reconocimiento afecta gravemente su 
capacidad de otorgar y pagar las prestaciones a los afiliados que si tienen derecho a su 

reconocimiento, vulnerando como consecuencia el principio de progresividad, y el acceso 
a las pensiones de todos los colombianos. 

 

En el presente asunto, si se mantiene el reconocimiento otorgado  a la señora  AMPARO 

TORO MARQUEZ y en los términos en que fue concedida, implicaría una erogación para 

el tesoro público, que eventualmente podría significar el desbalance del mismo; es decir, 

existiría afectación a las finanzas públicas que compone el régimen prestacional con la 

consecuencia de desconocer y/o vulnerar los principios que gobiernan el sistema, razón 

por la que se solicita respetuosamente se REPONGA la decisión y se decrete la medida 

solicitada. 

 
Si dicho auto no es revocado ruego se conceda el recurso de apelación que se sustenta 

en el presente memorial ante el Honorable Tribunal del Valle del Cauca. 
 

Cordialmente, 

 

 

 
GLORIA ALEXANDRA GALLEGO CH. 

C.C. 1037578264 

T.P. 194.347 C.S. de la J. 

E mail: paniaguacali1@gmail.com 

Celular: 3113519270 
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RV: C22-16550 RV: 2022-00037-00 MARCOS PEÑA PERDOMO - POLICIA NACIONAL -
RECURSO DE REPOSICION CONTRA AUTO MANDAMIENTO DE PAGO

Jose David Colmenares Rodriguez <jcolmenaresr@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Mar 03/05/2022 17:02

Para: Juzgado 11 Administrativo - Valle Del Cauca - Cali <adm11cali@cendoj.ramajudicial.gov.co>
CC: VICTOR EDUARDO SIERRA URREA <victor.sierra@correo.policia.gov.co>
Cordial saludo,
Anexo constancia de radicación de documento allegado de manera digital.
Por favor no responda a este correo, este email solamente es para dar respuesta a radicación
de correspondencia. Comuníquese con nosotros al
email of02admcali@cendoj.ramajudicial.gov.co

Atentamente, 
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JOSE DAVID COLMENARES RODRIGUEZ
Asistente Administrativo
Oficina de Apoyo para los Juzgados Administrativos de Cali

De: Oficina 02 Apoyo Juzgados Administrativos - Seccional Cali <of02admcali@cendoj.ramajudicial.gov.co>

Enviado: martes, 3 de mayo de 2022 4:58 p. m.

Para: Jose David Colmenares Rodriguez <jcolmenaresr@cendoj.ramajudicial.gov.co>

Asunto: C22-16550 RV: 2022-00037-00 MARCOS PEÑA PERDOMO - POLICIA NACIONAL - RECURSO DE
REPOSICION CONTRA AUTO MANDAMIENTO DE PAGO
 

DIANA PATRICIA ZAPATA FLOREZ 
ÁREA DE CORRESPONDENCIA Y ARCHIVO 
Oficina de Apoyo Juzgados Administrativos de Cali
Dirección Ejecutiva Seccional de Administración Judicial Cali-Valle del Cauca


De: VICTOR EDUARDO SIERRA URREA <victor.sierra@correo.policia.gov.co>

Enviado: martes, 3 de mayo de 2022 16:56

Para: Oficina 02 Apoyo Juzgados Administrativos - Seccional Cali <of02admcali@cendoj.ramajudicial.gov.co>

Cc: Juzgado 11 Administrativo - Valle Del Cauca - Cali <adm11cali@cendoj.ramajudicial.gov.co>;
willmor52@yahoo.com <willmor52@yahoo.com>

Asunto: 2022-00037-00 MARCOS PEÑA PERDOMO - POLICIA NACIONAL - RECURSO DE REPOSICION CONTRA
AUTO MANDAMIENTO DE PAGO
 
Santiago de Cali, tres (3) de mayo de dos mil veintidós (2022) 
 
Honorable Juez   
ANGELA SOLEDAD JARAMILLO MENDEZ 
Juez Once (11) Administrativo Oral del Circuito de Cali  
E.                    S.                    D. 
 
 

Proceso No.  76001-33-33-011-2022-00037-00 
Demandante  MARCOS PEÑA PERDOMO 
Demandado  NACION – MINISTERIO DEFENSA – POLICÍA NACIONAL  
Medio de control  EJECUTIVO 
Asunto  RECURSO DE REPOSICION 

CONTRA AUTO MANDAMIENTO DE PAGO 
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VICTOR EDUARDO SIERRA URREA, identificado con la cédula de ciudadanía número 88.266.633 de
Cúcuta (Norte de Santander), portador de la Tarjeta Profesional de Abogado No. 355.610 expedida por
el Consejo Superior de la Judicatura, conforme al poder que se adjunta y obrando como apoderado de
la NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA - POLICÍA NACIONAL, encontrándome dentro del término
legal y oportuno, procedo a presentar RECURSO DE REPOSICIÓN CONTRA AUTO QUE LIBRO
MANDAMIENTO DE PAGO de fecha 22 de abril de 2022 del proceso de la referencia.


Al igual de conformidad con la obligación contenida en el artículo 3 del Decreto 806 del 04
de junio de 2020 me permito remitir a la contraparte escrito de la referencia.  

Recordando que para efectos de  notificación, deberá realizarse por el correo
electrónico destinado para tal fin, esto es a la Unidad Defensa Judicial valle, ubicada
en la  Carrera 3N No. 24N-16 Barrio El Piloto - 3º Piso,  de esta ciudad.  Correo
electrónico deval.notificacion@policia.gov.co


Atentamente, 


Abogado VICTOR EDUARDO SIERRA URREA
CC. 88.266.633 de Cúcuta 
T.P. No. 335.610 del C.S.J.

Email: victor.sierra@correo.policia.gov.co
Cel: 3234842602
Unidad Defensa Judicial Valle del Cauca

Secretaria General - Policía Nacional de Colombia 
Carrera 3N No. 24N-16 Barrio El Piloto - 3º Piso - Cali

mailto:denor.notificaci%C3%B3n@policia.gov.co


JUZGADO ONCE ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE CALI

PROCESO EJECUTIVO
MARCOS PEÑA PERDOMO

76-001-33-33- 011-2022-00037-00



REPUBLICA DE COLOMBIA

MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL

RESOLUCIóNNÚMERO         ¢3935    'ffi       DE2021

(     r29SEPü21        )

Por la cual  se traslada a  un  personal de Of¡ciales Super¡ores de  la  Policiía  Nacional

EL MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL

En ejercicio de la facultad  legal  que  le confiere el  artículo 42  numeral  2  literal  b)  del  Decreto  Ley  1791  de 2000,

RESUELVE:

ARTÍCULO  1.          Trasladar a  los Oficiales  Superiores de  la  Polici'a  Nac¡onal  que se  relacionan  a  continuación,  a

partir de la comunicación del  presente acto administrativo, a  las unidades que en cada caso se indica, así:

Coronel   PARRADO   MORA   NELSON   DABEY,   identificado   con   la   cédula   de   ciudadanl'a   No.   79.824.152,   del

Departamento de Policl'a  Nar¡ño al  Departamento de Policía Valle,  como Comandante.

Coronel  MARTINEZ  BUSTOS  GUSTAVO  ADOLFO,  ident¡ficado  con  la  cédula  de  ciudadaniJa  No.  93.419.518,  del

Departamento de PolicIÍa  Magdalena  Medio al  Departamento de  Policiía  Cauca,  como Comandante.

Coronel  DE  LOS  REYES  VALENCIA  JESUS  MANUEL,  identificado  con  la  cédula  de  ciudadanía  No.  8.641.971,  de

la  Policía  Metropol¡tana de Santa  Marta  a  la  misma  unidad,  como Comandante.

Coronel   SANCHEZ   ACOSTA   ALEXANDER,   identificado   con   la   cédula   de   ciudadaniJa   No.   79.602.820,   de   la

Dirección de Ant¡narcóticos aI  Departamento de  Policía  Magdalena  Medio,  como Comandante.

Coronel  CEPEDA  CIFUENTES  NESTOR  RAUL,   identificado  con   la  cédula  de  cíudadanIÍa   No.   79.614.742,   de   la

Unidad de  Escuadrones  MÓviles Ant¡disturbios al  Departamento de  Policía Tol¡ma,  como Comandante.

CoroneI    REYES   CRUZ    HILBAR   ALFONSO,    identificado   con    la   cédula   de   ciudadanía    No.    79.695.955,    del

Departamento de  Policía  Nariño a  la  misma  unidad,  como Comandante.

Coronel    BARACALDO    LEON    WILLIAM,    identificado    con    la    cédula    de    ciudadani'a    No.    79.747.933,    del

Departamento de  Polici'a  Nariño a  la  Polici'a  Metropolitana  de lbagué,  como Comandante.

ARTÍCULO2.          Comunicar   por   intermedio   de   la   Dirección   de  Talento   Humano  de   la   Policía   Nac¡onal   el

presente acto administrativo.

ARTÍCULO 3.          La  presente  Resoluc¡Ón  r¡ge a  partir de  la fecha  de su expedición.

COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE.
Dada en Bogotá D.c., a los,     "r9  SEP  2021

EL MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL,

LANO APONTE

!#s-íVO.BO.  COORDINADORA  GRUPO  NEGOCIOS  GEN
Revisó:  ABOGADO  GRUPO  NEGOCIOS GENERAL

VO.BO.:  SECRETARIA  GENERAL

Vo.BO.:  DIRECTOR ASUNTOS  L
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  MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 
POLICÍA NACIONAL 
SECRETARIA GENERAL 
UNIDAD DE DEFENSA JUDICIAL VALLE 
 

 
Santiago de Cali, tres (3) de mayo de dos mil veintidós (2022) 

 
Honorable Juez   
ANGELA SOLEDAD JARAMILLO MENDEZ 
Juez Once (11) Administrativo Oral del Circuito de Cali  
E.  S.  D. 
 
 

Proceso No. 76001-33-33-011-2022-00037-00 

Demandante MARCOS PEÑA PERDOMO 

Demandado NACION – MINISTERIO DEFENSA – POLICÍA NACIONAL  

Medio de control EJECUTIVO 

Asunto RECURSO DE REPOSICION 
CONTRA AUTO MANDAMIENTO DE PAGO 

 
VICTOR EDUARDO SIERRA URREA, identificado con la cédula de ciudadanía número 
88.266.633 de Cúcuta (Norte de Santander), portador de la Tarjeta Profesional de Abogado No. 
355.610 expedida por el Consejo Superior de la Judicatura, conforme al poder que se adjunta y 
obrando como apoderado de la NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA - POLICÍA NACIONAL, 
encontrándome dentro del término legal y oportuno, procedo a presentar RECURSO DE 
REPOSICIÓN CONTRA AUTO QUE LIBRO MANDAMIENTO DE PAGO de fecha 22 de abril de 
2022 del proceso de la referencia, en los siguientes términos:  
 
 

I. DEL RECURSO DE REPOSICIÓN, OPORTUNIDAD Y PROCEDENCIA. 
 

El artículo 242 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo 
modificado por el artículo 61 de la Ley 2080 de 2021 señala que el recurso de reposición procede, 
entre otros, contra los autos salvo norma legal en contrario. En cuanto a su oportunidad y trámite, 
se aplicará lo dispuesto en el Código General del Proceso. 
 
Así las cosas, en el caso bajo estudio la providencia recurrida solo es susceptible del recurso 
de reposición, como quiera que no está dentro de aquellos autos que son objeto del recurso de 
apelación, ni tampoco existe otra norma que así lo indique; por tal motivo para esta defensa es 
procedente el estudio del recurso de reposición interpuesto y sustentado más adelante. 
 
Dicho recurso debe interponerse dentro de los tres (3) días siguientes al de la notificación del 
auto, la NACION - MINISTERIO DEFENSA - POLICIA NACIONAL fue notificada el día 26 de 
abril de 20221 del auto que libra mandamiento de pago de fecha 22 de abril de 2022; el cual 
comenzó a correr a partir del día siguiente al vencimiento de los dos (2) días hábiles 
siguientes al del envío del mensaje que se efectúa por la Secretaría de su Despacho de 
conformidad con el artículo 199 de la Ley 1437 de 2011. 
 
Dicho recurso debe interponerse dentro de los tres (3) días siguientes al de la notificación del 
auto, que según cuadro ilustrativo a continuación, esta defensa se encuentra en término, así:  

 

DEMANDADO 
FECHA DE 
NOTIFICACIÓN 

Artículo 
199 de 
la Ley 
1437 de 
2011 

INICIA 
TERMINOS 
PARA 
INTERPONER 
RECURSOS 

VENCIMIENTO 
DEL TÉRMINO 
PARA 
INTERPONER 
EL RECURSO 

FECHA DE 
INTERPOSICIÓN 
DEL RECURSO 

NACIÓN – 
MINISTERIO 
DE DEFENSA 
– POLICÍA 
NACIONAL 

26 de abril de 
2022 

28 de 
abril de 
2022 

29 de abril de 
2022 

03 de mayo de 
2022 

03 de mayo de 
2022 

                                                 
1 ARTÍCULO 199. NOTIFICACIÓN PERSONAL DEL AUTO ADMISORIO Y DEL MANDAMIENTO EJECUTIVO A 

ENTIDADES PÚBLICAS, AL MINISTERIO PÚBLICO, A PERSONAS PRIVADAS QUE EJERZAN FUNCIONES PÚBLICAS 

Y A LOS PARTICULARES. <Artículo modificado por el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021. 



Proceso No. 54-001-33-33-001-2020-00233-00 
Demandante PABLO ALBERTO CASTRO FAJARDO 

Demandado NACION – MINISTERIO DEFENSA – POLICÍA NACIONAL  
Medio de control: EJECUTIVO 

 

Página 2 de 12 

 

 
 

II. ARGUMENTOS Y SUSTENTACIÓN DEL RECURSO 
 
 

Haciendo uso de lo establecido en la normatividad precedente, propongo y sustento ante la 
Honorable Juez de la República, el presente recurso de reposición en los siguientes términos: 
 
Estudiado el auto emitido por su Señoría, mediante el cual resolvió lo siguiente: 
 
 

“PRIMERO: LIBRAR mandamiento de pago a favor del señor MARCOS PEÑA PERDOMO,  y  
en  contra  de la NACION-MINISTERIO  DE  DEFENSA-POLICIA NACIONAL, con base en las 
obligaciones contenidas en la sentencia del  18 de enero de 2017, proferida en primera 
instancia por este Despacho Judicial, sobre las sumas de dinero que corresponden al siguiente 
orden: 
 
1.Por  el  capital  correspondiente  a las  diferencias  que  resulten  entre  las mesadas  
canceladas  y  aquellas  que  resulten  de  aplicar  el  reajuste previsto  en  el  artículo  14  de  
la  Ley  100  de  1993,en  los  términos señalados en la sentencia que dio origen a la ejecución.  
 
2.Por los intereses a que hubiere lugar, desde la fecha en que se hicieron exigibles, hasta 
cuando se pague la obligación.  
 
SEGUNDO: Ordenar   a   la   entidad   ejecutada NACION-MINISTERIO   DE DEFENSA-
POLICIA NACIONAL, cumpla con la obligación de pagar a la parte ejecutante, las sumas 
anteriormente señaladas dentro del término de cinco (5) días siguientes a la notificación 
personal de esta providenciaa. 
 
(…)” 
 

 
 
Sea lo primero advertir a su señoría, que la entidad que represento no es la no es la llamada a 
ser parte del proceso ejecutivo, atendiendo que nos encontramos ante la INEXISTENCIA DEL 
TITULO EJECUTIVO. 
 
 
INEXISTENCIA DEL TITULO EJECUTIVO U OBLIGACION 
 

Menciona el Código General de Proceso frente al título ejecutivo lo siguiente:  
 

Artículo 422. Título ejecutivo. Pueden demandarse ejecutivamente las 
obligaciones expresas, claras y exigibles que consten en documentos que 
provengan del deudor o de su causante, y constituyan plena prueba contra 
él, o las que emanen de una sentencia de condena proferida por juez o 
tribunal de cualquier jurisdicción, o de otra providencia judicial, o de las 
providencias que en procesos de policía aprueben liquidación de costas o 
señalen honorarios de auxiliares de la justicia, y los demás documentos 
que señale la ley. La confesión hecha en el curso de un proceso no 
constituye título ejecutivo, pero sí la que conste en el interrogatorio 
previsto en el artículo 184. 

 
En virtud de lo anterior se debe tener en cuenta que las obligaciones son claras, expresas 
y exigibles, cuando: 
 
CLARAS: La obligación es clara cuando además de expresa aparece determinada en el 
título; debe ser fácilmente inteligible y entenderse en un solo sentido. 
EXPRESA: La obligación es exigible cuando puede demandarse el cumplimiento de la 
misma por no estar pendiente de un plazo o condición. 
EXIGIBLE: La exigibilidad de la obligación se manifiesta en la que debía cumplirse dentro 
de cierto término ya vencido o cuando ocurriera una condición ya acontecida o para la 
cual no se señaló término pero cuyo cumplimiento sólo podía hacerse dentro de cierto 
tiempo que ya transcurrió. 
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Los señores MARCOS PEÑA PERDOMO Y OTRO a través de apoderado judicial 
presenta ante este Juzgado Demanda Ejecutiva, contra LA NACIÓN-MINISTERIO DE 
DEFENSA-POLICIA NACIONAL,  sin embargo las pretensiones del accionante, no 
tienen asidero jurídico, es decir carecen de soporte legal, pues vista la documentación 
que se adjunta como fundamento de su petitum, tenemos, tal y como, lo enuncia la 
respetada Juez de conocimiento. 
 
Haciendo uso de lo establecido en la normatividad precedente, propongo y sustento ante 
a la Honorable Juez de la República, el presente recurso de reposición en los siguientes 
términos: 
 
Así las cosas, no resulta viable ejecutar a la institución para el cumplimiento y pago de dicha 
acreencia, toda vez que sin bien es cierto el demandante cumplió lo establecido para la 
asignación de turnos de pago de obligaciones derivadas de sentencias y/o conciliaciones 
judiciales, lo es también, que DEBE SOMETERSE AL IGUAL QUE OTROS 
DEMANDANTES, al procedimiento de turno respectivo, conforme lo establece el  Decreto 
0768 de 1993, modificado por el Decreto 818 de 1994, en concordancia con el artículo 36 
del Decreto 359 de 1995, que preceptúa los siguiente, así:  
 

DECRETO No 0768 DE 1993 
 

“Por el cual se reglamentan los artículos 2°, literal f), del Decreto 2112 de 1992, 
los artículos 176 y 177 del Código Contencioso Administrativo, y el artículo 16 de 
la Ley 38 de 1989”. 
 
EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA, en ejercicio de sus 
facultades legales y constitucionales y en especial de la establecida en los 
ordinales 11 y 20 del artículo 189 de la Constitución Política, y 
CONSIDERANDO: 
 
Que corresponde al Ministerio de Hacienda y Crédito Público, atender el pago 
de las obligaciones a cargo de la Nación, de conformidad con las normas 
pertinentes contenidas en el Decreto 2112 de 1992; 
 
Que el Código Contencioso Administrativo, en sus artículos 176 y 177 regula lo 
atinente a las obligaciones por parte de las autoridades a quienes corresponda 
la ejecución de una sentencia y las atribuciones del agente del Ministerio Público 
en lo que se refiere a condenas dinerarias en contra de la Nación; 
Que la Ley 38 de 1989, en su artículo 16, dispone que la forma de pago de las 
sentencias a cargo de la Nación se efectuará de conformidad con el 
procedimiento establecido en el Código Contencioso Administrativo y demás 
disposiciones legales concordantes; 
Que es urgente e inaplazable disponer de los mecanismos necesarios para 
lograr el cabal y oportuno cumplimiento de sentencias a cargo de la Nación, 
 

DECRETA: 
 
Artículo 3° SOLICITUD DE PAGO. Quien fuere beneficiario de una obligación 
dineraria establecida en una sentencia condenatoria a cargo de la Nación, o su 
apoderado especialmente constituido para el efecto, elevará la respectiva 
solicitud de pago ante la Subsecretaría Jurídica del Ministerio de Hacienda y 
Crédito Público, mediante escrito presentado personalmente ante dicha 
Subsecretaría o con escrito dirigido a la misma, donde conste la presentación 
personal ante juez o notario, en la cual deberá afirmar bajo la gravedad del 
juramento que no se ha presentado ninguna otra solicitud de pago por el mismo 
concepto. Para tales efectos allegará a su solicitud:  
 
 a) Modificado por el art. 2, Decreto Nacional 818 de 1994 Copia auténtica de la 
respectiva sentencia con la constancia de notificación y fecha de ejecutoria. 
(Artículo 2°. El literal a) del artículo 3° del Decreto 768 de 1993, quedará así: 
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"Primera copia auténtica de la respectiva sentencia con la constancia de 
notificación y fecha de ejecutoria").   
 
b) De ser el caso, los poderes que se hubieren otorgado, los cuales deberán 
reunir los requisitos de ley y estar expresamente dirigidos al Ministerio de 
Hacienda y Crédito Público o a la Subsecretaría Jurídica del mismo, la cual 
cumplidos estos requisitos procederá a efectuar el reconocimiento de la 
correspondiente personería jurídica.  
 
c) Los datos de identificación, teléfono y dirección de los beneficiarios y sus 
apoderados.   
 
d) De ser el caso, la certificación del Banco de la República, sobre el valor del 
gramo de oro.   
 
e) Para los casos de reintegro, deberá anexarse una declaración extrajuicio y 
personal, en la que se manifieste si se recibieron o no salarios o emolumentos 
de origen oficial durante el tiempo en que estuvo retirado de su trabajo, e 
indicarse que no se intentó el cobro ejecutivo después de (18) meses, si fuere el 
caso.  Ver Directiva 012 Sec. General 012 de 2007.  
 
f) Los demás documentos que por razón del contenido de la condena, sean 
necesarios para liquidar su valor. 
 

 
1 Decreto 818 de 1994, “por el cual de modifica y adiciona el Decreto 768 del 23 de 

abril de 1993”.  

 

“El Presidente de la República de Colombia, En uso de las facultades 
constitucionales y legales, y en especial de la establecida en los ordinales 11 
y 20 del artículo 189 de la Constitución Política,  
 

DECRETA: 

 
Art. 1. El incumplimiento de lo preceptuado en el artículo 1 del Decreto 768 de 
1993 será causal de mala conducta y dará lugar a las sanciones disciplinarias 
y penales a que hubiere lugar, sin perjuicio de la responsabilidad patrimonial 
del servidor público por cuya actuación u omisión se deriven perjuicios 
económicos para el Estado, en especial intereses. También incurrirá en mala 
conducta y   responsabilidad fiscal los funcionarios públicos encargados de la 
representación externa de los diferentes organismos, así como los apoderados 
de los mismos, que no defiendan adecuadamente los intereses de la Nación 
en los procesos judiciales, conciliaciones y laudos en que ésta sea parte, sin 
perjuicio de la responsabilidad penal. 
 
Art. 2.- El literal a) del artículo tercero del Decreto 768 de 1993 quedará así: 
"Primera copia auténtica de la respectiva sentencia con la constancia de 
notificación y fecha de ejecutoria". 
 
Art. 5.- Adiciónese el numeral 1 del artículo 1 del Decreto 768 del 23 de abril 
de 1993, en el sentido de incluir como requisito, además de los señalados en 
el mencionado numeral, la presentación de copia auténtica de los poderes que 
los beneficiarios de la condena otorgaron ante la jurisdicción o en su defecto 
certificación sobre la identificación de los mismos expedida por la autoridad 
jurisdiccional respectiva”. 
 
 
1 Decreto 359 de 1995, “por el cual se  reglamenta    la   Ley    179    de  1994” 

 

http://www.mafp2.gov.co/Presupuesto/Documentos/RegimenPresupuestal/decreto768de1993.htm#D768de1993
http://www.mafp2.gov.co/Presupuesto/Documentos/RegimenPresupuestal/decreto768de1993.htm#Art1D768de1993
http://www.mafp2.gov.co/Presupuesto/Documentos/RegimenPresupuestal/decreto768de1993.htm#D768de1993
http://www.mafp2.gov.co/Presupuesto/Documentos/RegimenPresupuestal/decreto768de1993.htm#Art1D768de1993
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“El Presidente de la Republica de Colombia, en ejercicio de las facultades que 

le confieren los artículos 189 numeral 11 de la Constitución Política y el 56 de 

la ley 179 de 1994, 

 

DECRETA: 

 

Artículo 1º. Las disposiciones contenidas en el presente decreto sobre el 
Programa Anual Mensualizado de Caja, las cuentas autorizadas y registradas 
y los pagos del Tesoro Nacional se aplicarán, con carácter transitorio mientras 
se desarrolla el sistema de Cuenta Única Nacional. 
 

 

DEL PROGRAMA ANUAL MENSUALIZADO DE CAJA, PAC 

DE LOS CREDITOS JUDICIALES 

 

Artículo 35. Los créditos judicialmente reconocidos, las conciliaciones y los 

laudos arbitrales, radicados en el Ministerio de Hacienda y Crédito Público al 

28 de febrero de 1995, cuya documentación reúna los requisitos establecidos 

en el Decreto 768 de 1993, 818 de 1994 y 1328 de 1994 o los demás que los 

modifiquen o adicionen, continuarán siendo pagados por éste, durante la 

presente vigencia fiscal. 

 

La documentación que no reúna los requisitos establecidos en el inciso 

anterior, se remitirá al órgano que represente la sección presupuestal 

condenada. Cuando fueren varios los órganos condenados, el Ministerio de 

Hacienda y Crédito Público remitirá la documentación respectiva al primero 

que aparezca como responsable en la decisión definitiva, quien deberá 

efectuar los trámites para el pago, quedando obligado a   reportar    dicho 

trámite a los demás órganos condenados. Una vez realizado el pago podrá 

cobrar a los demás la prorrata correspondiente, en el evento de que estos 

últimos cuenten con personería jurídica propia. 

 

Artículo 36. La Subsecretaría Jurídica del Ministerio de Hacienda y Crédito 

Público, encargada del reparto y remisión de los expedientes, tendrá hasta el 

15 de marzo de 1995 para realizar el inventario de éstos. 

 

Una vez realizado el inventario, iniciará el proceso de remisión, el cual deberán 

concluir a más tardar el 30 de abril de 1995. Este inventario tendrá una 

identificación numérica de cada expediente, que determinará el orden de 

sustanciación de los mismos y un informe del estado actual del expediente. 

 

El representante legal de cada órgano o quien tenga entre sus funciones el 

manejo y representación de la parte administrativa, estará obligado a recibir el 

inventario con todos sus anexos; la única causa para no recibir al momento de 

su remisión será que lo inventariado no corresponda con los documentos 

enviados. 

 

Los expedientes que reciban directamente los órganos se les asignarán un 

número continuo y consecutivo. Se asignará el número, para efectos de su 

sustanciación, en la medida en que sean recibidos y, para el pago, en la 

medida en que se complete la documentación requerida de acuerdo con los 

decretos 768 de 1993, 818 de 1994 y 1328 de 1994 o los demás que los 

modifiquen o adicionen. 
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Una vez remitido el inventario numerado por parte del Ministerio de Hacienda 
y Crédito Público a los diferentes órganos, éstos le darán prelación, en la 
sustanciación y pago, con respecto a los que reciba directamente.  
 
Artículo 37. Modificado por el Decreto Nacional 4689 de 2005. A partir del 1º 
de marzo de 1995 los créditos judicialmente reconocidos, las conciliaciones y 
los laudos arbitrales deberán ser remitidos por la autoridad judicial o la 
administrativa que los reciba, al órgano condenado. Cuando fueren varios los 
órganos condenados se atenderá la voluntad del beneficiario, expresada en 
su solicitud de pago, certificando por declaración juramentada, que no ha 
solicitado la tramitación o el pago en otro de los órganos condenados. Cuando 
la condena incluya otros órganos con personería jurídica independiente, quien 
pagó podrá cobrar a prorrata a aquellos. 
 
Artículo 38. Los diferentes órganos podrán pagar sus condenas a partir del 1º 
de marzo de 1995 en la medida en que cuenten con apropiación presupuestal 
para ello, y reúnan los requisitos para el pago. 
 
Artículo 39. La Subsecretaría Jurídica del Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público, a solicitud del órgano público correspondiente, podrá hasta el 31 de 
diciembre de 1995, prestar la asesoría necesaria para el trámite 
correspondiente al pago de los créditos judicialmente reconocidos, 
conciliaciones y laudos arbitrales”. 
 
 

1 Decreto 2126 de 1997, "Por el cual se reglamenta el artículo 29 de la Ley 344 de 
1996". 

 

“El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de las facultades 
constitucionales y legales y en especial de las que le confieren los numerales 
11 y 20 del artículo 189 de la Constitución Política, 

 
DECRETA: 

 
ARTÍCULO. 5º- Reconocimiento de sentencias y conciliaciones judiciales 
mediante bonos. Cuando el Ministerio de Hacienda y Crédito Público opte por 
reconocer como deuda pública las sentencias y conciliaciones judiciales en 
contra de la Nación y de los establecimientos públicos del orden nacional, las 
podrá, pagar mediante la emisión de bonos en condiciones de mercado 
siempre y cuando cuente con la aceptación del beneficiario. 
 
Sujeta a la posterior ratificación por parte de la dirección general de crédito 
público y antes de la expedición de la resolución que haga el reconocimiento 
de deuda pública y ordene la emisión de los bonos, la entidad responsable del 
cumplimiento de la sentencia o conciliación judicial formulará una oferta al 
beneficiario del pago para que manifieste si acepta o no el pago mediante 
bonos por el valor total o parcial de la suma a cancelar. 
 
El beneficiario que desee recibir el pago mediante bonos deberá aceptar la 
oferta por escrito dentro de los diez (10) días hábiles siguientes al envío del 
requerimiento, expresando en forma clara y precisa el monto, máximo que 
acepta recibir mediante bonos. Vencido el término para contestar el 
requerimiento sin que el beneficiario, haya manifestado su voluntad de recibir 
bonos se entenderá que no ha aceptado. 
 
PARÁGRAFO. 1 Modificado por el Decreto Nacional 3732 de 2005. Para el 
reconocimiento de las sentencias y conciliaciones judiciales como deuda 
pública y su pago mediante la emisión de los bonos se deberán   tener   en 
cuenta los efectos de la emisión en mercado de títulos de deuda pública de la 

file:///C:/AppData/Local/Microsoft/Windows/Temporary%20Internet%20Files/Content.IE5/AppData/Local/Microsoft/Windows/Temporary%20Internet%20Files/Content.Outlook/AppData/Local/normas/Norma1.jsp%3fi=18534%230
http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=345#29
http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=17975#0
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Nación. Las condiciones financieras de los bonos serán las determinadas en 
la última subasta de títulos de tesorería, TES clase B previa al requerimiento. 
 
Los bonos que el Ministerio de Hacienda y Crédito Público emita en desarrollo 
de lo previsto en este artículo, podrán ser administrados directamente por la 
Nación o ésta podrá celebrar con el Banco de la República o con otras 
entidades nacionales o extranjeras contratos de administración fiduciaria y 
todos aquellos necesarios para la agencia, administración y/o servicio de los 
respectivos títulos, en los cuales se podrá prever que la administración de los 
mismos y de los cupones que representan sus rendimientos se realice a través 
de depósitos centralizados de valores. 
 
PARÁGRAFO. 2º- Cuando en desarrollo de lo previsto en este artículo, el 
Ministerio de Hacienda y Crédito Público opte por reconocer como deuda 
pública de la Nación las sentencias y conciliaciones judiciales de los 
establecimientos públicos del orden nacional, éstos celebrarán acuerdos del 
pago en los cuales se establecerán los términos y condiciones para reintegrar 
a la Nación las sumas reconocidas a través de los bonos previstos en este 
decreto. 
 
 

1. Decreto 4689 de 2005, “Por el cual se modifica el artículo 37 del Decreto 359 de 1995, 

“por el cual se reglamenta la Ley 179 de 1994”. 

 

“El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de sus facultades 
constitucionales y legales, en especial las que le confiere el numeral 11 del 
artículo 189 de la Constitución Política y el artículo 56 de la Ley 179 de 1994, 
 
 
 
 
 

DECRETA: 
 
Artículo 1°. Modificase el artículo 37 del Decreto 359 del 22 de febrero de 
1995, el cual quedará así: 
 
Artículo 37. A partir del 1° de marzo de 1995 los créditos judicialmente 
reconocidos, las conciliaciones y los laudos arbitrales deberán ser remitidos 
por la autoridad judicial o la administrativa que los reciba, al órgano condenado 
u obligado. 
 
Cuando dos o más entidades públicas resulten obligadas a pagar sumas de 
dinero y no se especifique en la respectiva providencia la forma y el porcentaje 
con que cada entidad deberá asumir el pago, la obligación dineraria será 
atendida conforme a las siguientes reglas: 
 
1. En conflictos de naturaleza laboral, el pago deberá atenderse en su totalidad 
con cargo al presupuesto de la entidad en la que preste o prestó el servicio en 
forma personal y remunerada el servidor público beneficiario de la sentencia, 
laudo o conciliación derivada de la relación laboral. 
 
2. En conflictos de naturaleza contractual, deberá afectarse el presupuesto de 
la entidad que liquidó el contrato o, en su defecto, de la que lo suscribió. 
Cuando la causa de la condena proviniere del ejercicio de las potestades 
excepcionales al derecho común consagradas en la Ley 80 de 1993 o en 
normas    posteriores   que   la modifiquen, adicionen o complementen, deberá 
afectarse el presupuesto de la entidad que expidió el respectivo acto 
administrativo. A falta de cualquiera de las anteriores hipótesis, el 
cumplimiento del pago de la condena deberá estar a cargo de la entidad que 
se benefició con la prestación contractual. 
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3. En conflictos de naturaleza extracontractual, deberá afectarse, en su orden, 
el presupuesto de la entidad responsable de la custodia y guarda del bien que 
produjo el hecho dañoso; o el de la entidad a la que prestaba sus servicios el 
servidor público que causó el perjuicio o incurrió en vía de hecho; o el de la 
entidad que omitió el deber legal que generó la condena; o el de la entidad que 
produjo la operación administrativa u ocupó inmuebles en los términos del 
artículo 86 del Código Contencioso Administrativo. 
 
Parágrafo 1°. Cuando una entidad pública sea condenada al pago de una 
indemnización, bonificación, salario o cualquier otra prestación laboral en 
beneficio de un servidor público que no ha estado vinculado a su planta de 
personal, deberá afectarse el presupuesto de la entidad a la que presta o 
prestó los servicios personales relacionados con la causa de la condena, aun 
si la indemnización consiste en el pago de prestaciones periódicas. 
 
Parágrafo 2°. En los procesos de ejecución de sentencias en contra de 
entidades públicas de cualquier orden, los mandamientos de pago, medidas 
cautelares y providencias que ordenen seguir adelante la ejecución, deberán 
ceñirse a las reglas señaladas en el presente decreto. 
 
Parágrafo 3°. En los créditos judicialmente reconocidos, cuyos beneficiarios 
para su cumplimiento, no hayan presentado la documentación establecida en 
los Decretos 768 de 1993, 818 de 1994 y demás normas que los modifiquen, 
adicionen o complementen, o que a la fecha de entrada en vigencia de este 
decreto no hubiesen sido atendidos por la entidad condenada, se aplicarán las 
reglas establecidas en los artículo anteriores. 
 
Artículo 2°. El presente decreto rige a partir de su publicación. 
 

 

En este orden de ideas, es diáfano que la entidad que represento se encuentra dispuesta a 
dar complimiento estricto a lo ordenado por las autoridades judiciales, sin embargo, como 
quiera que esa corporación profirió sentencia condenatoria en contra de esta institución, y 
al parecer la ejecutante presentó la respectiva cuenta de cobro para obtener el pago de la 
misma, no es de recibo que de conformidad con los presupuestos legales citados en líneas 
anteriores, pretenda pretermitir dicho procedimiento, acudiendo al proceso ejecutivo. 
 

Así las cosas, no es posible entrar a cumplir de manera inmediata con el pago de la 
obligación, pues la parte actora debe respetar el turno de pago que le fue asignado, 
el cual se hará efectivo siempre y cuando el Ministerio de Hacienda y Crédito Público 
asigne presupuesto suficiente para cancelar todas las sentencias y conciliaciones 
judiciales que fueron radicadas antes del turno de pago ya referido, conforme lo 
establece los requisitos exigidos por la ley. Frente a esto la H. Corte Constitucional, 
manifestó en sentencia C - 604/2012, la obligación de atender los trámites y 
procedimientos internos de las entidades estatales frente al pago de decisiones 
judiciales, por parte de los particulares, al expresar que;  
  

“El respeto de los principios del presupuesto exige que no se pueda 
obligar a una entidad a cumplir inmediatamente con una sentencia o 
acuerdo conciliatorio, sin atender a los trámites y procedimientos internos 
para efectuar el pago, pues se correría el riesgo de que al hacerlo se tengan 
que desconocer las normas del presupuesto y de las actuaciones 
administrativas, reglas a las cuales no está sometido un particular a quien 
por tanto sí le es exigible que cumpla inmediatamente con un fallo o 
acuerdo” 

 
 
Es necesario mencionar que de acuerdo a la circular externa Nro. 002 del 16 de Enero 
de 2015, proferida por el Director General del Presupuesto Público Nacional del Ministerio 
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de Hacienda  y Crédito Público, los bienes de uso público conforme a lo normado en el 
artículo 63 de la Constitución Política, son inembargables, al disponer:  
 
Los bienes de uso público, los parques naturales, las tierras comunales de grupos 
étnicos, las tierras de resguardo, el patrimonio arqueológico de la Nación y los demás 
bienes que determine la ley, son inalienables, imprescriptibles e inembargables. 
 
Este artículo Constitucional, fue desarrollado a través de la ley 1737 DE 2014, “Por la 
cual se decreta el presupuesto de Rentas y Recursos de Capital y la ley de Apropiaciones 
para la vigencia fiscal del 1 de enero al 31 de diciembre de 2015”, la cual en su artículo 
39 señala:  
 
…”Articulo 39. El servidor público que reciba una orden de embargo sobre los recursos 
incorporados en el Presupuesto General de la Nación, incluidas las transferencias que 
hace la Nación a las entidades territoriales, está obligado a efectuar los trámites 
correspondientes para solicitar su desembargo. Para este efecto, solicitara al Jefe de la 
sección presupuestal donde se encuentran incorporados los recursos objeto de la medida 
cautelar la certificación de inembargabilidad. Esta función podrá ser delegada en los 
términos del artículo 110 del Estatuto Orgánico del Presupuesto.  
 
En virtud de lo anterior está plenamente acreditado, que las cuentas de la Institución, no 
pueden ser objeto de embargo, porque la naturaleza de donde proceden sus recursos, 
son de origen estatal, en atención a lo anterior me permito allegar con este escrito 
Certificación emitida por el señor Director Administrativo y Financiero, donde se 
señala la inembargabilidad de las cuentas de la Policía Nacional. 
 
De otra parte es oportuno reiterar que el pago de las sentencias se encuentra sujetos a 
la disponibilidad presupuestal y el respectivo derecho a turno, en virtud de la dependencia 
del rubro que para el pago de sentencias y conciliaciones destine el Ministerio de 
Hacienda y Crédito Público.  
 
 

Así mismo, es preciso tener en cuenta lo manifestado por la Ley 
926 de 2005 artículo 15, no es posible alterar los turnos que le 
corresponden a cada usuario, ya que vulneraria los derechos 
fundamentales al debido proceso y la igualdad de todos aquellos 
acreedores que como hoy el demandante están a la espera de que 
les cancelen sus sentencias judiciales.  

 
Al respecto es preciso traer a colación uno de los pronunciamientos del H. Consejo de 
Estado, donde hace un resumen táctico y certero de la importancia de respetar el Turno 
de pago; (Expediente Nro. 08001233300020160042301, Magistrado ponente: Hugo 
Fernando Bastidas Barcenas, Sentencia de tutela de segunda instancia, Demandante: 
Heiman del Rosario Ordoñez Sarmiento, Demandado: Nación, Ministerio de Defensa, 
Policía, Consejo de Estado –Sala de lo Contencioso Administrativo Sección Cuarta-
Bogotá 8 de Septiembre de 2016) 
 
Según la Corte Constitucional, el sistema de turnos, como mecanismo ideado para 
establecer un orden con miras a prestar servicios, a reconocer prestaciones, a honrar 
obligaciones o simplemente a atender solicitudes, responde al principio de primero en el 
tiempo, primero en el derecho. Ese criterio, ha dicho la Corte, resulta valido para resolver 
problemas de igualdad porque se basa en un factor objetivo de diferenciación, como es 
el tiempo. 
 
Es correcto afirmar, entonces, que el respeto por el sistema de turnos por la 
materialización del derecho de igualdad, en la medida que las personas  que reclaman la 
prestación de determinado servicio o pretenden el reconocimiento de una prestación o el 
pago de una obligación deben ser atendidas en estricto orden de llegada. Lo anterior, 
bajo el supuesto de que quienes se encuentran en idénticas condiciones deben recibir el 
mismo trato. 
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Es por eso que la Corte Constitucional ha dicho que, en principio, la acción de tutela 
deviene improcedente cuando busca pasar por alto los turnos asignados para la atención 
de los requerimientos de los administrados, debido a que, en condiciones de igualdad, 
no existiría un criterio razonable que justifique el tratamiento prioritario respecto de 
determinados personas. 
 
Sin embargo “la Corte ha tenido la oportunidad de analizar casos en los que, a pesar de 
que se utiliza un sistema de turnos, es necesario alterarlos para proteger derechos 
fundamentales en riesgo de personas en situaciones de urgencia manifiesta derivada de 
sus condiciones de vulnerabilidad y del tiempo desproporcionado de espera al que han 
sido sometidos. En estos casos, en virtud del principio de igualdad material, la 
corporación ha concluido que los peticionarios deben acceder prioritariamente al 
respectivo beneficio.  
 

JURISPRUDENCIA 
 

El H. Corte Constitucional mediante sentencia C-354 de 1997, declara 
condicionalmente exequible este artículo 19 del Estatuto Orgánico de 
Presupuesto:  
 
"Bajo el entendido que Ios créditos a cargo del Estado, bien sean que consten en 
sentencias o en otros títulos legalmente válidos, deben ser pagados mediante el 
procedimiento que indica la norma acusada y que transcurridos 18 meses después 
de que ellos sean exigibles, es posible adelantar ejecución, con embargo de 
recursos del presupuesto -en primer lugar Ios destinados al pago de sentencias o 
conciliaciones, cuando se trate de esta clase de títulos- y sobre Ios bienes de las 
entidades u órganos respectivos. " 
 
Ahora bien, el término de 18 meses señalado en la sentencia C-354 de 1997, fue 
modificado por la Ley 1437 de 2011” Código de Procedimiento Administrativo y de 
lo Contencioso Administrativo", que en su artículo 192 establece: Cumplimiento de 
sentencias o conciliaciones par parte de las entidades públicas. 
 
"(...) Las condenas impuestas a entidades públicas consistentes en el pago o 
devolución de una suma de dinero serán cumplidas en un plazo máximo de diez 
(10) meses, contados a partir de la fecha de la ejecutoria de la sentencia. Para tal 
efecto, el beneficiario deberá presentar la solicitud de pago correspondiente a la 
entidad obligada. 
 
En resumen, a la luz de lo establecido en el marco; jurídico, artículos 48 y 63 de la 
Constitución Política, artículos 134 y 182 de la Ley 100 de 1993, artículo 80 del 
Decreto 050 de 2003, artículo 19 del Decreto Extraordinario 111 de 1996 (Estatuto 
Orgánico del Presupuesto), artículos 18 y 91 de la Ley 715 de 2001, artículo 8 
del Decreto 050 de 2003, artículo 36 de la ley 1485 de 2011, son recursos 
inembargables los siguientes:  
 
Los recursos del Sistema de Seguridad Social. 
Las rentas incorporadas al Presupuesto General de la Nación. 
Los recursos del Sistema General de Participaciones-SGP-. 
Los recursos del Sistema General de Regalías. 
Los demás recursos a los que por su naturaleza o destinación la ley Ie otorgue la 
condición de inembargables. 
 
Adicionalmente, el artículo 684 del Código de Procedimiento Civil, relaciona como 
bienes inembargables del Estado, además de los establecidos en leyes 
especiales, los siguientes: 
 
Los de uso público.  Los destinados a un servicio público cuando este se preste 
directamente por un departamento, una intendencia, una comisaria, un distrito 
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especial, un municipio o un establecimiento público, o por medio de concesionario 
de estos; pero es embargable hasta la tercera parte de Ios ingresos del respectivo 
servicio, sin que el total de embargos que se decreten exceda de dicho porcentaje. 
Cuando el servicio lo presten Ios particulares, podrán embargarse los bienes 
destinados a él, así como la renta líquida que produzcan, y el secuestro se 
practicara como el de empresas industriales. Las dos terceras partes de la renta 
bruta de los departamentos, las intendencias, las comisarias, Ios distritos 
especiales y los municipios. Las sumas que para la construcción de obras públicas 
se hayan anticipado o deban anticiparse por las entidades de derecho público a 
Ios contratistas de ellas, mientras no hubiere concluido su construcci6n, excepto 
cuando se trate de obligaciones en favor de Ios trabajadores de dichas obras, por 
salarios, prestaciones e indemnizaciones sociales. (...)" subrayados y negrillas del 
Despacho.  
 

En virtud de lo anterior, se puede concluir que la Policía Nacional está supeditada al rubro 
presupuestal que le designe el Ministerio Hacienda para el pago de Sentencias y 
Conciliaciones de la entidad que represento, aunado a esto, es preciso mencionar que el 
demandante ya le fue asignado un turno, el cual será pagado y respetado por la Policía 
Nacional, solicitando a su señoría se revoque el mandamiento de pago. 
 

Por todo lo expuesto, es claro que la obligación cuyo pago hoy se exige por la vía judicial, 
carece de los requisitos formales del título ejecutivo y que estos sólo podrán discutirse 
mediante recurso de reposición contra el mandamiento ejecutivo, tal como lo expresa el 
art. 430 del C.G.P, prosperando así la INEXISTENCIA DEL TITULO EJECUTIVO U 
OBLIGACION, pues no son de recibo las manifestaciones esbozadas por la Juez de 
conocimiento al librar mandamiento de pago, se aparta abiertamente, de la realidad 
procesal, que en su efecto no contiene una obligación clara, expresa y exigible a favor de 
los ejecutantes contra la entidad que represento, solicitando a su señoría se revoque el 
mandamiento de pago. 
 
 
INSUFICIENCIA DE PODER 
 
Considera esta defensa que el proceso de la referencia carece de insuficiencia de poder, 
toda vez que tratándose de un poder especial, amplio y suficiente, el artículo 74 del C.G.P 
aplicable por remisión expresa del artículo 306 del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso administrativo, exige que en el mismo se determine 
claramente los asuntos de modo que no puedan confundirse con otros; al tratar de 
hacer valer el memorial poder del proceso que declaro la responsabilidad de mi 
defendida. 
 
 
 

III. PETICIÓN 
 
Por los motivos de defensa arriba enunciados y con los fundamentos jurídicos expuestos, 
de manera respetuosa solicito al honorable Juez, reponga la providencia, frente a librar 
el mandamiento de pago y el cumplimiento de la obligación, reconociendo y declarando 
en Auto que reponga la decisión, que la orden judicial no cumple con los requisitos formales 
del título ejecutivo para establecer que la obligación es clara, precisa y exigible; y lo demás 
que considere necesario dentro de sus facultades. 
 
 

 
IV. ANEXO: 

 
1. Poder especial debidamente conferido. 
2. Copia de la Resolución No. 4535 del 29/06/2017. 
3. Copia de la Resolución No. 3969 del 30/11/2006. 
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V. PERSONERÍA 
 
Solicito muy respetuosamente al H. despacho, dar por contestada la demanda y reconocerme 
personería jurídica junto con los abogados incluidos en el memorial poder, para actuar en nombre 
de la NACION- MINISTERIO DE DEFENSA- POLICIA NACIONAL. 

 
 
 
 
 

VI. NOTIFICACIONES 
 

El suscrito Apoderado y representante de la entidad, recibirán las notificaciones 

personales y las comunicaciones procesales en la Unidad Defensa Judicial Valle del 

Cauca, ubicado en la Carrera 3N No. 24N-16 Barrio El Piloto - 3º Piso, de esta ciudad. 

 

Por otra parte, de conformidad con lo previsto en el inciso séptimo (7) del artículo 201 de 

la Ley 1437 de 2011, sobre notificaciones en estado, solicito que todas las providencias 

emitidas en el asunto sean notificadas a la Entidad que represento al buzón judicial o en 

la dirección electrónica aportada. 

 

 

Canal digital: Correo electrónico: deval.notificacion@policia.gov.co  
 
 
Atentamente, 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Abogado VICTOR EDUARDO SIERRA URREA 
Cedula de ciudadanía No. 88.266.633 de Cúcuta  
Tarjeta Profesional No. 335.610 del C.S.J 
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